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Resumen: el objetivo del presente trabajo consiste en plantear 
las implicaciones constitucionales que se desprenden de los ca-
sos Tzompaxtle Tecpile y otros vs. México, y García Rodríguez y 
otro vs. México, resueltos por la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos (Corte IDH), respectivamente, con fechas 7 de 
noviembre de 20221 y 25 de enero de 2023,2 en donde se rea-
liza control de convencionalidad de normas constitucionales, 
respecto de la aplicación del arraigo domiciliario y la prisión 
preventiva oficiosa.
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Abstract: the objective of this work is to raise the constitu-
tional implications that arise from the cases of Tzompaxtle Te-
cpile and others vs. Mexico, and García Rodríguez and another 
vs. Mexico, resolved by the Inter-American Court of Human 
Rights (IAC Court), respectively, with dates november 7, 2022 
and january 25, 2023, where control of conventionality of 
constitutional norms is carried out, regarding the application 
of domiciliary arrest and informal preventive detention.

Palabras clave: control de convencionalidad, constitución, 
prisión preventiva oficiosa, arraigo. 

Key words: conventionality control; constitution, informal 
preventive detention, arraigo.

Sumario: I. Introducción. II. Control de convencionalidad. III. 
Análisis de los argumentos de la Corte IDH en el caso García 
Rodríguez y otro vs. México; IV. Reflexión conclusiva: implica-
ciones constitucionales y legales del fallo de la Corte IDH. Re-
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I. Introducción

El 7 de noviembre de 2022 y el 25 de enero de 2023, la Corte IDH 
dictó sentencias en sendos casos, por medio de los cuales, declaró 
responsable internacionalmente a México por violar los derechos 
humanos a la libertad personal, integridad, a la igualdad ante la 
ley, y a la protección judicial. Las mencionadas violaciones a los 
derechos humanos fueron cometidas en contra de personas en 
el contexto de su detención y privación a la libertad, dentro del 
proceso penal seguido en su contra, donde se les dictó la medida 
cautelar de arraigo, y se les impuso prisión preventiva, la que se 
extendió en el tiempo de manera injustificada.3

Como se aprecia, los casos resueltos por la Corte IDH, exami-
nan dos figuras jurídicas que se encuentran previstas en la Cons-

3	 Conte IDH. Caso Tzompaxtle Tecpile y otros vs. México…, cit., y Caso García 
Rodríguez y otro vs. México…, cit.
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titución mexicana, a saber, el arraigo y la prisión preventiva ofi-
ciosa. Figuras que al momento en que se dieron las violaciones a 
los derechos humanos se encontraban previstas en la legislación 
procesal penal, y a partir de 2008 en la Constitución Federal, por 
lo que siguen vigentes y se siguen aplicando en el país.  

La importancia del análisis de los casos en mención, y una de 
las principales conclusiones que se obtienen, radica en que per-
mite establecer con meridiana claridad, la posibilidad de que los 
jueces nacionales, puedan realizar el llamado control de conven-
cionalidad sobre normas constitucionales, con lo que se puede 
establecer un principio de jerarquía de las normas de derechos 
humanos de origen convencional, sobre las restricciones a los 
derechos humanos previstos en una Constitución nacional. O, en 
otros términos, se establece al deber de los jueces de los estados 
parte de estudiar la conformidad con la convención de las restric-
ciones a los derechos humanos contenidas en las Constituciones 
nacionales. 

Por lo que, una vez justificada la importancia del tema, con 
apoyo en los métodos dogmático jurídico, exegético y estudio de 
caso, se procede a continuación de forma esquemática, a estable-
cer un pequeño apartado sobre el control de convencionalidad, 
para posteriormente analizar los principales argumentos soste-
nidos por la Corte IDH en relación con las violaciones a los de-
rechos humanos demandadas en el caso García Rodríguez y otro 
vs. México, por ser el caso más reciente, y finalmente, se fijará 
una postura personal sobre las implicaciones constitucionales de 
dicho fallo para los jueces nacionales del Estado mexicano, y por 
extensión, para los jueces nacionales de los estados parte de la 
convención americana sobre derechos humanos. 

II. Control de convencionalidad

En primer término, consideramos pertinente precisar una defi-
nición de lo que se entiende o debe entenderse por “control de 
convencionalidad”.
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Juan Carlos Hitters4 proporciona una definición de control 
de convencionalidad, que expresa: “lo que obviamente significa 
una comparación entre el Pacto de San José de Costa Rica (Adla, 
XLIV-B, 1250) y otras convenciones a las que nuestro país se 
ha plegado, como luego veremos, y las disposiciones del derecho 
interno de las naciones adheridas al modelo”.

Para quien esto escribe, el control de convencionalidad, signi-
fica un acto de revisión o fiscalización de actos de los Estados 
signantes de la convención (se incluyen por su puesto las normas 
nacionales, incluyendo las de rango constitucional), realizados 
con la finalidad de que no se trasgreda el objeto y fin de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, sus protocolos 
adicionales, así como la interpretación que haga al respecto la 
Corte IDH, del corpus iuris del sistema interamericano de Dere-
chos Humanos.5

De la anterior definición, se desprende con mediana claridad, 
que el control de convencionalidad admite dos expresiones. Una 
de tipo concentrado, y otra de tipo difuso. 

La primera, de carácter concentrado, derivada de lo señalado 
por el artículo 62, párrafo 3 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (en adelante, CADH o Convención), que 
confiere a la  Corte IDH,  competencia para conocer de cualquier 
caso relativo a la interpretación y aplicación de las disposiciones 
de la Convención que le sea sometido, siempre que los Estados 
Partes en el caso, hayan reconocido o reconozcan dicha compe-
tencia, ya sea por declaración especial, o por convención espe-
cial. 

Igualmente, el control convencional concentrado, a cargo 
de la Corte IDH, se deriva del artículo 63 de la convención, el 
que le confiere competencia para que cuando decida que hubo 
violación de un derecho o libertad protegidos en la Convención, 

4	 Hitters, Juan C., “Control de Constitucionalidad y Control de Convencio-
nalidad- Comparación”, La Ley, 2009, p. 9. 

5	 Montoya Zamora, R., Del Estado de Derecho Decimonónico al Estado Cons-
titucional y Convencionalidad de Derecho: avances y retos a 10 años de la Re-
forma Constitucional en materia de Derechos Humanos, Tirant Lo Blanch, 
México, 2022, p. 88. 
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disponga que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Igualmente, dispondrá, si ello fuera proce-
dente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación 
que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de 
una justa indemnización a la parte lesionada.

El control de convencionalidad concentrado a cargo de la 
Corte IDH, constituye la razón de ser de ese órgano jurisdiccio-
nal, ya que su tarea se constriñe en controlar la compatibilidad 
de un acto -en sentido amplio, ya que también caben las omisio-
nes- de la autoridad estatal, con la convención y sus protocolos 
adicionales.6 

La Corte IDH, no tiene facultades para invalidar un precep-
to contrario a la convención, esto es, no se ocupa de la legisla-
ción nacional, sino que, en caso de que se dé una transgresión 
a la convención, emite una sentencia donde condena al Estado 
en cuestión, para que adopte las medidas en el derecho interno, 
tendentes a evitar que se siga vulnerando un derecho, a través de 
las modificaciones correspondientes a la norma de que se trate, o 
bien, para que se adopte una interpretación diversa.7

Esa tarea, se asemeja a la labor que realizan los Tribunales 
constitucionales en algunos países, dado que estos, contrastan las 
normas de rango inferior, con los principios y valores contenidos 
con la Constitución, con el objeto de elucidar si tales normas son 
compatibles con la Constitución. Así, la labor de la Corte IDH, 
consiste en contrastar actos de los Estados, con el objeto y fin 
de la convención, con el propósito de verificar si tales actos se 
ajustan o no a la convención.8

Por otra parte, el control convencional difuso, se despren-
de de los artículos 67 y 68, párrafo 1, de la convención, los que 
establecen, de forma respectiva, que los fallos de la Corte IDH, 
serán definitivos e inapelables. En todo caso, si hay desacuerdo 
sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte IDH lo interpretará a 

6	 Idem. 
7	 Idem.
8	 Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C, núm. 101. 
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solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud 
se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la 
notificación del fallo. Y que los Estados parte de la convención, 
se comprometen a cumplir los fallos de la Corte IDH.

Asimismo, el control difuso de convencionalidad, tiene su 
fundamento en el artículo 29 de la convención, en cuanto los 
Estados parte, incluidos en este concepto, todas las autoridades, 
poderes y órganos, pero sobre todo, los jueces y órganos encar-
gados de la administración de justicia, se encuentran obligados a 
realizar interpretaciones que permitan la más amplia protección 
a los derechos y libertades consagrados en el Pacto de San José y 
sus protocolos adicionales —y a la luz del artículo 1º constitucio-
nal, de otros tratados internacionales en materia de derechos hu-
manos—; situación que implica, por su puesto, interpretaciones 
restrictivas, cuando se trate de normas que establezcan limitacio-
nes a tales derechos y libertades, tomando en cuenta también, las 
interpretaciones que establezca la Corte IDH al respecto.

Dicho control difuso, también encuentra su fundamento en 
el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los tratados, conforme al cual, las obligaciones internacionales 
deben de ser cumplidas de buena fe, y la imposibilidad de alegar 
el derecho interno, como excusa para incumplirlas.9

Fue en el año dos mil seis, cuando la Corte IDH, por primera 
vez usó el término control de convencionalidad, refiriéndose con 
ello a un control difuso, al resolver el caso de Almaocid Arellano 
vs. Chile, según el cual, los jueces de los estados parte, tienen la 
obligación de velar por que las disposiciones de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, no se vean transgredidas 
por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, lo que im-
plica que, los jueces tienen la obligación de aplicar en primer tér-
mino lo establecido en la convención, a pesar de las disposicio-
nes en contrario que formen parte del derecho interno.

9	 El artículo 47 de la Convención de Viena, prevé una excepción al cumpli-
miento de los tratados, permitiendo alegar el cumplimiento a una norma 
del derecho interno, si el consentimiento al elaborar el tratado estuvo vi-
ciado por una violación manifiesta, en materia de competencia para cele-
brarlo, y ello afecte una norma fundamental del derecho interno. 
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Ese tipo de control es el que deben de realizar los jueces 
nacionales de los estados parte que han suscrito la convención  
—también llamados “jueces domésticos”—, y con mayor razón, 
los que han aceptado la jurisdicción de la Corte IDH.

De lo antes expuesto, se puede definir “control difuso de 
la convencionalidad”, como el deber que tienen los jueces na-
cionales de los estados parte, de revisar la compatibilidad entre 
los actos y normas nacionales, y la convención, sus protocolos 
adicionales y la jurisprudencia de la Corte IDH, que interpreta 
ese bloque de convencionalidad. Como se anticipó, este tipo de 
control tiene su fundamento en la propia Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, la convención de Viena sobre el Dere-
cho de los Tratados, y en la jurisprudencia emitida por la Corte 
IDH, en el ámbito de su competencia.

Fue en el caso Almaocid Arellano vs. Chile, cuando empezó el 
desarrollo jurisprudencial de la doctrina del control difuso de la 
convencionalidad. En el referido caso, la Corte IDH, resolvió la 
invalidez de un decreto de ley, que perdonaba los crímenes de 
lesa humanidad, cometidos dentro del periodo de 1973 a 1979, 
bajo la dictadura militar de Augusto Pinochet, dado que el decre-
to resultaba incompatible con la convención.10

En la sentencia de cuenta, se establece una obligación para 
los jueces nacionales de adoptar disposiciones internas, de con-
formidad con la convención. Refiere que cuando el poder legisla-
tivo falla en su tarea de emitir normas conforme a la convención, 
y emite normas contrarias a la misma, el judicial tiene la obliga-
ción de abstenerse de aplicar cualquier normativa contraria a la 
convención, atendiendo lo dispuesto en el artículo 1, párrafo 1, 
del ordenamiento internacional.11

En ese entendido, los jueces no son simples aplicadores me-
cánicos de la ley, antes bien, deben verificar que las disposiciones 
de derecho interno que vayan a aplicar en un caso concreto sean 

10	 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano vs. Chile. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 26 de septiembre. Serie C, núm. 
154, párrs. 123-125. 

11	 Idem. 
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compatibles con la Convención. Ya que, de no ser así, se origina 
una violación al artículo 1, párrafo 1, de la Convención, y con ello 
la responsabilidad del Estado parte, dado que la aplicación de una 
norma inconvencional, ocasiona una responsabilidad internacio-
nal del Estado.12

El precedente anterior, fue reiterado meses después, con 
algunos matices, en el caso Trabajadores Cesados del Congreso 
(Aguado Alfaro y otros) vs. Perú.13 

De lo anterior, se advierte que la Corte IDH, estableció la 
obligación para los órganos del Poder Judicial, de ejercer un con-
trol de convencionalidad, ex officio, entre las normas internas y 
la Convención Americana, dentro del marco de sus respectivas 
competencias y regulaciones procesales correspondientes, con-
siderando, otros presupuestos formales y materiales de admisibi-
lidad y procedencia de ese tipo de acciones.

En el caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, se es-
tableció por la Corte IDH, que el control de convencionalidad le 
compete no solo al Poder Judicial, sino a todos los órganos del 
Estado que efectúen funciones materialmente jurisdiccionales, 
incluyendo así, a Tribunales Constitucionales, Tribunales Supre-
mos o Superiores, Tribunales Administrativos, del trabajo, jueces 
ordinarios, y, en fin, todos los operadores jurídicos que realicen 
funciones materialmente jurisdiccionales.14

Lo antes expuesto, pone en evidencia que todos los jueces y 
órganos vinculados a la administración de justicia, en todos los 
niveles, están obligados a ejercer ex officio, el control de conven-
cionalidad, entre las normas internas —incluso, como se verá, las 
de rango constitucional— y la Convención Americana, en el mar-
co de sus respectivas competencias, y de las regulaciones proce-
sales correspondientes.

12	 Idem.
13	 Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) 

vs. Perú. Sentencia del 24 de noviembre. 
14	 Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México. Sentencia del 

26 de noviembre de 2010, párr. 225.
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III. Análisis de los argumentos de  
la Corte IDH en el caso García  

Rodríguez y otro vs. México

En el presente apartado solo serán abordados los argumentos de 
la Corte IDH, relacionados con las violaciones a derechos huma-
nos resultantes de la aplicación del arraigo domiciliario y la pri-
sión preventiva oficiosa, por ser el tema central de la presente 
ponencia. Sin desconocer que el citado caso también hubo otras 
violaciones a derechos humanos, como la privación ilegal de la 
libertad, a la integridad personal, a los derechos procesales, entre 
otros. 

Así, por lo que respecta a la figura de arraigo —vigente en el 
artículo 16 de la Constitución Mexicana—, la Corte IDH, argu-
mentó que resultaba contraria a la Convención, al vulnerar por 
sí misma los derechos de libertad personal y la presunción de 
inocencia de la persona sujeta a dicha medida. En relación con el 
artículo 154 la legislación procesal penal del Estado de México, 
vigente en el año 2000, se razonó que el arraigo es una medida 
pre-procesal que buscaba restringir la libertad personal para lle-
var la investigación de delitos presuntamente cometidos por el 
sujeto de la medida, y en tal virtud, es evidentemente contraria 
a la Convención, por vulnerar sin lugar a dudas los derechos de 
libertad personal y de presunción de inocencia, amén de que tal 
medida, no permitía que la persona sujeta al arraigo fuese oída 
por un juez antes de que se decretase la misma, y de que el fin in-
vestigativo de dicha medida no era compatible con las finalidades 
legítimas para restringir la libertad personal.15 

Por lo que, en conformidad con los razonamientos anteriores, 
la Corte IDH concluyó que el estado violó la obligación de adop-
tar disposiciones de derecho interno, en relación con el derecho 
a no ser privado arbitrariamente de la libertad, al control judicial 
de la privación de la libertad y la razonabilidad del periodo de la 
prisión preventiva, a ser oído, y a la presunción de inocencia en 
perjuicio de las víctimas. Y dado que el estado aplicó una figura 
que per se resultaba contraria a la Convención, era igualmente 

15	 Ibidem, párrs. 146-150.
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responsable por incumplir su obligación de respetar los derechos 
humanos establecidos en la citada Convención, contenida en el 
numeral 1, párrafo 1 del citado ordenamiento.16 

En lo que respecta al tema de la prisión preventiva oficiosa 
—restricción constitucional vigente en el artículo 19 de la Cons-
titución Mexicana—, el Tribunal interamericano también la con-
sideró contraria a la convención. Al respecto, consideró contra-
rios a la convención el artículo 19 de la Constitución Mexicana 
reformado en el año de 2008 y el numeral 319 de la legislación 
procesal penal del Estado de México, en la porción relacionada 
con la prisión preventiva oficiosa. 

Sobre el particular, la Corte IDH estimó que los preceptos 
que regulan la prisión preventiva oficiosa no hacen referencia 
a los fines que debe de cumplir dicha medida, ni al peligro de 
carácter procesal que busca evitar. Tampoco impone un aná-
lisis sobre la necesidad de dicha medida de tal suerte que se 
pondere frente a otras medidas que resulten menos lesivas de 
la libertad personal, tal y como pudieran ser aquellas medidas 
alternativas a la privación de la libertad. En tal virtud, la corte 
IDH concluyó que, tal y como está configurada la prisión pre-
ventiva oficiosa, no tiene un fin cautelar y, por el contrario, re-
sulta en una penalidad impuesta de forma previa a que la perso-
na sea juzgada, vulnerando con ello el principio de presunción 
de inocencia.17 

Asimismo, la Corte IDH argumentó que los preceptos en 
cuestión constituyen una limitante al papel de los juzgadores, 
afectando con ello el principio de independencia, dado que no 
tiene margen de decisión para imponer la medida. Con esto, la 
prisión preventiva oficiosa se constituye en un acto que no se 
encuentra sujeto a un control judicial real, ya que la motivación 
deviene de aplicar de manera directa la norma constitucional que 
la establece, con la consiguiente imposibilidad de controvertir las 
razones de su imposición.18 

16	 Ibidem, párr. 151. 
17	 Ibidem, párrs. 168 y 169. 
18	 Ibidem, párr. 170.
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Es decir, para el Tribunal Interamericano, la prisión preven-
tiva oficiosa regulada en las normas mexicanas, es una medida 
que se impone de manera mecánica, automática o irreflexiva, de 
oficio, por el solo hecho de acreditarse los supuestos materiales 
del delito, sin que los jueces tengan la oportunidad de realizar un 
control judicial real de dicha medida usando el test de propor-
cionalidad, que consiste en determinar la finalidad, necesidad y 
proporcionalidad de la medida en cada supuesto concreto.19 

La Corte IDH también estimó que la prisión preventiva ofi-
ciosa resultaba contraria a la convención, por vulnerar los princi-
pios de igualdad y no discriminación al que se encuentran obliga-
dos a respetar los estados parte de la Convención. Sobre el tema, 
la Corte IDH argumentó que la discriminación de la medida pro-
viene de brindar un trato diferente a las personas que cometie-
ron cierto tipo de delitos, como los enumerados por el artículo 19 
constitucional, los cuáles no tendrán oportunidad de combatir o 
procurar una defensa frente a la prisión preventiva, dado que la 
norma constitucional impone la privación de la libertad sin que 
se justifique dicha medida. Con lo cual, a decir del Tribunal Inte-
ramericano, además de violar el principio de igualdad, también 
se violentan las garantías que procuran un debido proceso.20

En consecuencia, la Corte IDH concluyó que, en relación con 
la aplicación de la prisión preventiva oficiosa en contra de las 
víctimas, se violaron los derechos a no ser privados de manera 
arbitraria de la libertad, al control judicial de la medida de pri-
sión, a la presunción de inocencia, y a la igualdad y no discrimi-
nación. La violación a tales derechos se realizó también en corre-
lación al incumplimiento de la obligación que tiene el Estado de 
adoptar disposiciones legislativas en el orden interno, prevista 
en numeral 2 de la Convención.21

Sobre las medidas del arraigo y la prisión preventiva oficiosa 
que se encuentran reguladas a nivel constitucional en México, 
la Corte IDH realizó una serie de reflexiones a la luz del criterio 
jurisprudencial, adoptado por la Suprema Corte de Justicia de la 

19	 Ibidem, párr. 171.
20	 Ibidem, párrs. 172 y 173.
21	 Ibidem, párr. 173.
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Nación (SCJN), en la contradicción de criterios 293/2011, pre-
valeciente en México, sobre la preeminencia de las restricciones 
constitucionales pese a resultar violatorias de derechos humanos 
consagrados en la convención.22 Por su trascendencia, se hará re-
ferencia a dicho posicionamiento dentro del apartado sobre las 
implicaciones del fallo del Tribunal Interamericano. 

IV. Reflexión conclusiva:  
implicaciones constitucionales y  
legales del fallo de la Corte IDH

Una vez expuestos los argumentos que sustentaron la resolución 
del Tribunal interamericano, toca el turno de exponer algunas 
implicaciones constitucionales y legales que se derivan del cum-
plimiento de dicha sentencia, en particular, sobre las figuras del 
arraigo y prisión preventiva oficiosa. 

Se recuerda que para la Corte IDH las figuras del arraigo y la 
prisión preventiva oficiosa, per se, son contrarias a la Convención 
Americana de Derechos Humanos, en virtud de que vulneran los 
derechos de libertad personal, presunción de inocencia, control 
judicial, igualdad y no discriminación. Por lo que se condenó al 
Estado Mexicano a dejar sin efecto alguno las disposiciones de 
orden interno que regulan el arraigo, así como a modificar el ar-
tículo 19 constitucional que regula la figura de la prisión preven-
tiva oficiosa, para que sea acorde con la Convención. 

Este fallo tiene importantes consecuencias jurídico-constitu-
cionales, dado que conforme al criterio aún prevaleciente de la 
SCJN en la contradicción de criterios 293/2011, las restricciones 
de carácter constitucional deben de prevalecer a pesar de resul-
tar violatorias de derechos humanos consagrados en la misma 
Constitución Federal y en la Convención. 

Y dicho criterio, es el invocado por los tribunales de la fede-
ración para seguir aplicando actualmente estas figuras inconven-
cionales, tal y como se puede desprender la tesis aislada II.3o.P.60 
P (11a.), emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en materia 

22	 Ibidem, párrs. 175-185.
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penal del segundo circuito, de rubro: Suspensión provisional en 
el amparo contra la prisión preventiva oficiosa. Es improceden-
te con efectos restitutorios, ni aun con lo resuelto por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en los casos Tzompaxtle 
Tecpile y otros y García Rodríguez y otro, ambos vs. México.23

Incluso, la tesis de cuenta desconoce el criterio de jurispru-
dencia emitido por un pleno regional en el que se establece la 
posibilidad de realizar control de convencionalidad sobre el artí-
culo 19 de la constitución federal que regula la prisión preventiva 
oficiosa, aduciendo el tribunal colegiado que no puede dejar de 
acatar la jurisprudencia de la SCJN sobre la preeminencia de las 
restricciones constitucionales, ni tampoco puede realizar con-
trol de convencionalidad sobre dicha jurisprudencia de la SCJN, 
por lo que no le resulta vinculante la jurisprudencia del pleno 
regional. La tesis del pleno regional es la ubicada con el núme-
ro PR.P.T.CN. J/3 P (11a.), de rubro: Suspensión provisional en 
amparo indirecto. Debe concederse para el efecto de que la parte 
quejosa no sea detenida, cuando reclame la orden de aprehen-
sión por delitos que ameriten prisión preventiva oficiosa.24

Ante la evidente contradicción de criterios que el tema ha 
generado, se ha denunciado la contradicción ante la primera Sala 
de la SCJN, para que decida en definitiva qué criterio debe de 
prevalecer.25 

En tal sentido, el fallo de la Corte IDH constituye un manda-
do obligatorio para todos los órganos del Estado Mexicano, in-
cluyendo los jueces, pero, sobre todo, para la SCJN, que tendrá 
que adoptar un criterio interpretativo que sea conforme con la 
resolución de la Corte IDH. En tanto que los demás jueces del 
Estado Mexicano, como órganos y sujetos obligados a acatar la 
sentencia del Tribunal Interamericano, pero también, vincula-

23	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Semanario Judicial de la Federación 
en línea, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2028716

24	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Semanario Judicial de la Federación 
en línea, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2028568

25	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, contradicción de criterios 107/2024, 
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematicaPSCT/PaginasPub/Resulta-
dosPub.aspx 
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dos a realizar control de convencionalidad de manera oficiosa, 
tendrán que adoptar decisiones de inaplicación de los artículos 
16 y 19 constitucionales ante los supuestos de arraigo y prisión 
preventiva oficiosa, en lo que el constituyente permanente rea-
liza la modificación a la Constitución Federal para acatar el fallo 
de la Corte IDH.

A mayor abundamiento, la SCJN tiene que adoptar un criterio 
interpretativo a la luz del cumplimiento de la sentencia del Tribu-
nal Interamericano, en donde en primer lugar establezca los pa-
rámetros para ejercer control de convencionalidad oficioso para 
dejar de aplicar el arraigo y la prisión preventiva oficiosa mientras 
el constituyente permanente realiza los cambios a la Constitución 
Federal, tal y como obró frente al cumplimiento del caso Radilla 
para interpretar los alcances del fuero militar para hacerlo compa-
tible con la Constitución y con la Convención. Y, en segundo lugar, 
también tiene que adoptar un criterio interpretativo en donde se 
deje de aplicar el diverso criterio sobre la preminencia de las res-
tricciones constitucionales sobre los derechos humanos, para esta-
blecer uno nuevo, donde en caso de conflicto o tensión normativa 
entre una restricción constitucional y un derecho fundamental de 
fuente convencional o constitucional, se le priorice la aplicación 
y potenciación de los derechos humanos, en aplicación al princi-
pio de interpretación pro persona, o bien, se realice el correspon-
diente test de proporcionalidad de la restricción, con el objeto de 
sustentar su finalidad constitucional o convencional legítima, su 
idoneidad, necesidad y proporcionalidad en estricto sentido.

Lo anterior, porque tal y como lo razonó la Corte IDH en 
su resolución, las autoridades estatales están vinculadas a reali-
zar un control de convencionalidad de manera oficiosa entre las 
normas y prácticas de derecho interno (ya sean constitucionales, 
legales o reglamentarias) y la Convención, dentro del contexto 
de las competencias de cada autoridad involucrada, teniendo en 
cuenta, no solo el tratado internacional, sino la interpretación y 
aplicación que ha realizado ese Tribunal Interamericano.26

En ese orden de ideas, conforme al criterio de la Corte IDH, 
un Estado no puede alegar que realizó el acto en acatamiento de 

26	 Corte IDH. Caso García Rodríguez y otro vs., México…, cit., párr. 177. 
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disposiciones constitucionales de orden interno, para dejar de 
cumplir con las obligaciones internacionales derivadas de la fir-
ma de la Convención, antes bien, tiene el deber de adoptar nor-
mas y prácticas de derecho interno que sean compatibles con la 
Convención y con los criterios jurisprudenciales emanados de la 
interpretación y aplicación de dicho instrumento internacional.  

De igual manera, el resto de los jueces del país, al aplicar el 
arraigo o la prisión preventiva oficiosa, tienen el deber de reali-
zar control de convencionalidad, con la finalidad de no afectar 
los derechos fundamentales de las personas implicadas en un 
procedimiento penal.27

Además, tanto el constituyente permanente, al modificar la 
figura de la prisión preventiva oficiosa, y los jueces nacionales al 
realizar control de convencionalidad, deben de tener en cuenta 
los parámetros señalados por la Corte IDH, en su sentencia, a sa-
ber: la prisión preventiva por sí misma no es contraria al derecho 
internacional de los derechos humanos, y los Estados la pueden 
establecer en tanto sea conforme con la Convención; Para que la 
prisión preventiva sea conforme con la Convención, en tanto no 
afecte la libertad personal y la presunción de inocencia, se nece-
sita en primer término que se acrediten los elementos materiales 
del delito y la vinculación de la persona relacionada con el ilícito; 
en segundo lugar, que la medida supere el test de proporciona-
lidad, a saber, que persiga una finalidad convencional legítima, 
que sea idónea para cumplir con el fin que pretende conseguir, 
que sea necesaria y proporcional en sentido estricto, y en tercer 
lugar, que la decisión se encuentre lo suficientemente motivada, 
es decir, argumentada con el objeto de verificar que se cumpla 
con los elementos del test de proporcionalidad.28 

En suma, el fallo de la Corte IDH que se analizó, implica una 
evolución del control de la convencionalidad, ya que, desde este 
enfoque, las normas constitucionales de un Estado también de-
ben ser conformes con la Convención Americana de Derechos 
Humanos. En ese sentido, los jueces nacionales de los estados 
parte de la convención, en su calidad de jueces convencionales, 

27	 Ibidem, párr. 303.
28	 Ibidem, párrs. 154-163, 184.
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tienen el deber de estudiar de manera oficiosa, es decir, de rea-
lizar control de convencionalidad exoficio, de las normas o res-
tricciones constitucionales, cuando las mismas puedan resultar 
no conformes con la convención. 

Sin embargo, dadas las condiciones que se viven en el país, 
con una reforma judicial realizada con el fin de minar la inde-
pendencia de los jueces, y con una visión del gobierno muy poco 
respetuosa de los derechos humanos (dada la aprobación de una 
reforma constitucional para ampliar el catálogo de delitos que 
ameritan prisión preventiva oficiosa);29 se vislumbra un panora-
ma complejo para que los jueces nacionales puedan realizar un 
control de convencionalidad sobre las normas constitucionales 
contrarias a los derechos humanos de fuente convencional. 
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